Informacion Legislativa (%)

A cargo de PEDRO DE ELIZALDE Y AYMERICH

I. DERECHO CIVIL
1. Parte General

1. ANDALUCIA. Aprobacién de su Estatuto de Autonomia.

Ley Orgdnica 6/1981, de 30 de diciembre («B. O. E.», de 11 de enero de
1982). ‘

A) Exposicién:

1. Constitucién de la Comunidad Auténoma: Andalucfa, como expresién de
su identidad histérica y en el ejercicio del derecho al autogobierno que la
Constitucién reconoce a toda nacionalidad, se constituye en Comunidad Auto-
noma. El territorio de Andalucia comprende el de los municipios de las ac-
tuales provincias de Almerfa, Cadiz, Cérdoba, Granada, Huelva, Jaén, Mélaga
¥ Sevilla (arts. 1 y 2).

2. Aplicacién del Derecho andaluz: a) Eficacia territorial: Las leyes y
normas emanadas de las instituciones de autogobierno de Andalucfa tendran
eficacia en su territorio (art. 9).

b) Condicién polftica de andaluces: Corresponde, a los efectos del presen-
te Estatuto, a los ciudadanos espafioles que, de acuerdo con las leyes gene-
rales del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los muni-
cipigs de Andalucfa. (art. 8).

©) Reglas generales: El derecho propio de Andalucia es el aplicable con
breferencia a cualquier otro en el territorio andaluz. En todo caso, el de-
recho estatal tiene cardcter supletorio del derecho propio de Andalucfa.
\h————o

(*) Se refiere a las disposiciones publicadas en el periodo comprendido
entre los dfa 1 de enero y 31 de marzo de 1982, La Ley 1/1982, de 3 de marzo,
de la Generalidad de Catalufia, sobre Fundactones privadas, seri resefiada
en el préximo nimero de este ANUARIO.
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Cuando la competencia de la Comunidad Auiénoma consista en el desa-
rrollo o reglamentacién de la legislacién del Estado, las normas dictadas por
aquélla serdn de aplicacién preferente a cualquier otra de igual naturaleza y
rango {(art. 10).

d) Régimen -transitorio: Mientras las Cortes Generales no elaboren ias
leyes a que este Estatuto se refiere, y el Parlamento de Andalucia legisle so-
bre las materias de su competencia, continuarédn en vigor las actuales leyes
y disposiciones del Estado que se refieren a dichas materias, sin perjuicio
de que su desarrollo legislativo, en su caso, y su ejecucion, se lleven a cabo
por la Comunidad Auténoma, en los supuestos asi previstos en este Estatuto
(disp. trans. 1.%.

3. Competencias de la Comunidad Auténoma: La Comunidad Auténoma
de Andalucia tiene competencia exclusiva, de desarrollo y ejecucién, segtin los
casos, en las materias a que se refiere el titulo I del Estatuto (arts. 13 a 23).

4. Organizacién de la Comunidad Auténoma: El autogobierno de Andalu-
cia se organiza politicamente en la Junta de Andalucia, integrada por el Par-
lamento, el Consejo de Gobierno y el Presidente (art. 24, p. 1).

5. Administracién de Justicia: a) Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucia: Es el érgano jurisdiccional que, sin perjuicio de la jurisdiccién que co-
rresponde al Tribunal Supremo, culmina la organizacién judicial en el te-
rritorio andaluz. En su estructura y organizacién se integran formalmente
las Audiencias Territoriales de Granada y Sevilla (arts. 24, p. 2 y 48).

b) Competencia de los érganos jurisdiccionales de Andalucia: Se extiende,
en el orden civil, a todas las instancias y grados, con excepcién de los re-
cursos de casacién y revisiéon., En las restantes materias se podra interponer,
cuando proceda, ante el Tribunal Supremo, el recurso de casacién o el que
corresponda segin las leyes del Estado y, en su caso, el de revisién (art. 49).

6. Régimen de Notarios 'y Registradores de la Propiedad y Mercantiles:
Seran nombrados por la Junta de Andalucia de conformidad con las leyes
del Estado y en igualdad de derecho, tanto si los aspirantes ejercen dentro
como fuera de Andalucia (art. 53).

Observaciones.

1. El Estatuto andaluz es el cuarto de los promulgados (anteriormente lo
fueron los de Catalufia, el Pais Vasco y Galicia) y el primero en que la Co-
munidad Auténoma no recibe competencia en materia de Derecho civil, ya
que no se integra en ella minguna regién foral (cfr. art. 149, p. 1, n°® & de
la Constitucién).

2. Del texto del Estatuto vamos a destacar dos preceptos: 1) El articulo
10, parrafo segundo, que afirma la aplicacién preferente de la normativa an-
daluza dictada en desarrollo. o reglamentacién de la legislacion estatal, cuyo
sentido es claramente contrario a las corrientes doctrinales potenciadoras de
la regla de prevalencia del derecho estatal sobre el regional.

¥ 2) El articulo 49, apartado 2, que, de forma imprecisa, se remite a «las
restantes mateérias» abriendo la posibilidad de recurrir ante el Tribunal Su-
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premo. En realidad no existen, en relacién con esta Comunidad Auténoma,
materias distintas a las mencionadas en ‘el apartado 1, debiéndose el error en
la expresién al indebido traslado de preceptos cpntenidos en Estatutos ante-
riores, cuya situacién en el aspecto juridico-material es totalmente distinta
(cfr. arts. 14, p. 2 del Estatuto vasco, 20, p. 2 del cataldn y 22, p. 2 del gallego).

2. ASTURIAS. Aprobacién de su Estatuto de Autonomia.

Ley Organica 7/1981, de 30 de diciembre («B. O. E.», de 11 de enero de 1982).

A) Exposicién.

1. Constitucién de la Comunidad Auténoma: Asturias se constituye en
Comunidad Auténoma, que serd denominada Principado' de Asturias.

2. Condicién politica de asturianos: Corresponde a los ciudadanos es-
pafioles que, de acuerdo com. las leyes generales del Estado, tengan vecindad
administrativa en cualesquiera de los Concejos de Asturias,

3. Competencias del Principado:

— Ejercerd competencia en materia de especialidades en la legislacién
procesal que se deriven de las peculiaridades de derecho sustantivo del
Principado (art. 13, p. 1, d).

— Impulsard la conservacién y, en su caso, compllaclén del derecho con-
suetudinario asturiano (art. 16).

— Asume, desde su constitucién; las competencias, medios y recursos que,

segtin la ley, correspondan a la Diputacién Provincial de Oviedo.

4. Supletoriedad del Derecho estatal: El Derecho estatal es supletorio de
las normas del Principado en lo que se refiere a las competencias propias del
mismo (art. 15, p. 3).

3. Organizacién de la Comunidad Auténoma: Los dérganos institucionales
del Principado son: la Junta general, que ejercera la potestad legislativa y, en
Su caso la reglamentaria, el Consejo de Gobierno, al que corresponderéd ejer-
cer la potestad reglamentaria no reservada por la Junta, y el Presidente (ar-
ticulos 22, 23, 32 y 33).

Se reconocers personalidad juridica a la parroquia rural como forma tra-
dicional de convivencia v asentamiento de la poblacién asturiana (art. 6, p. 2).

6. Administracién de Justicia: a) Tribunal Superior de Justicia de Astu-
rias: Es el érgano jurisdiccional en el que culminard la organizacidén judi-
cial en su ambito territorial vy ante el que se agotaran las sucesivas instan-
cias procesales. En & se integrara la actual Audiencia Territorial de Oviedo.

b) Competencia de los érganos jurisdiccionales de Asturias: Se extiende
en ¢l orden civil a todas las instancias y grados, con excepcidn de los recur-
Sas de casaci6n y revisién. En las restantes materias se podran interponer,
cuando proceda, ante el Tribunal Supremo, el recurso de casacién o el que

corresponda segun las leyes del Estado vy, en su caso, el de revisién (arts. 36
y 3D. .
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7. Régimen transitorio: a) Aplicacién de la normativa estatal vigente:
Mientras las Cortes Generales no elaboren las leyes a que este Esfatuto se
refiere y la Junta General del Principado legisle, continuarin en vigor las ac-
tuales leyes vy disposiciones del Estado, sin perjuicio de que su desarrollo y
ejecucién se lleve a cabo por la Comunidad Auténoma asturiana en los su-
puestos previstos en este Estatuto (disp. trans. 3.%).

b) Inscripcién registral del traspaso de bienes inmuebles del Estado al
Principado: Seran titulo suficiente, para llevarla a cabo, la certificacién por
la Comisién Mixta, de los acuerdos gubernamentales debidamente promulga-
dos. Esta certificaci6n debers contener los requisitos exigidos por la Ley

Hipotecaria.

c) Cambio de titularidad en arrendamientos: El cambio de titularidad en
los contratos de arrendamiento de locales para oficinas publicas de los ser-
vicios que se transfieran no dara derecho al arrendador a extinguir o renovar
el contrato (disp. trans. 4., apartado 5).

B) Observaciones.

1. Asturias es la primera regién que accede a la autonomia a través del
procedimiento regulado por el articulo 143 de la Constitucién. Anteriormente
el Pais Vasco, Catalufia y Galicia utilizaron el régimen especial previsio en la
disposicién transitoria segunda de Ia ley fundamental y Andalucia fue llevada
a la autonomia mediante el articulo 151 de la Constitucién, aunque con las
dificultades conocidas.

2. La atribucién de competencias al Principado por el Estatuto resulta, en
algiin aspecto, discutible, pues no parece quedar siempre dentro de los li-
mites marcados por el articulo 148 de la Constitucién (cfr. art. 11, ¢) v ¢)
del Estatuto). Recuérdese que en el régimen normal de autonomia (alcanzable
mediante el art. 143) las Comunidades sélo pueden recibir en forma inmedia-
ta, con la aprobacién de su Estatuto, las competencias enumeradas en el
citado articulo 148, Para ostentar competencias distintas a las citadas expre-
samente en tal precepto serfa precisa la reforma del Estatuto una vez trans-
currido el plazo de cinco afios o bien cumpliendo los requisitos de iniciativa
reforzada establecidos en el articulo 151, p. 1 de la Constitucién.

3. El Estatuto alude a un derecho consuetudinario asturiano, prescribien-
do su conservacién y, en su caso, compilacién. Con ello no puede entenderse
creado un nuevo Derecho foral propio de tal regién, sino que tal referencia no
va més alld que a proclamar la existencia de costumbres peculiares, aplica-
bles como fuente juridica de segundo grado, generalmente (art. 1, p. 3, Cédigo
civil), y, sobre todo, en el dmbito de las relaciones contractuales, as{ como,
en*materia administrativa (arts, 192 y 306 de la Ley de Régimen Local).

Es destacable, igualmente, que el art. 37, p. 2 del Estatuto, sobre compe-
tencia de los 6rganos jurisdiccionales, incurre en los mismos defectos que el
49, p. 2 del Estatuto andaluz, criticado anteriormente.
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3. CANTABRIA. Aprobacién de su Estatuto de Autonomia.

Ley Orgénica 8/1981, de 30 de diciembre. («B. O. Ew», de 11 de enero de
1982).

A) Exposicion.

1. Constitucién de la Comunidad Auténoma: Cantabria, como entidad re-
gional histérica y para acceder a su autogobierno, se constituye en Comumidad
Auténoma (art. 1).

2. Condicién politica de cénmtabros: Corresponde a los ciudadanos espa-
fioles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan la vecindad
administrativa en cualquiera de los municipios de Cantabria (art. 4).

3. Organizacién institucional: Los poderes de la Comunidad Auténoma de
Cantabria se ejercerdn a través de la Diputacién Regional, integrada por la
Asamblea Regional, que ostentara la potestad legislativa, el Consejo de Go-
bierno, dotado con potestad reglamentaria y funcién ejecutiva y el Presi-
dente. La Diputacién Regional asume, desde su comstitucion, todas las coms-
petencias, medios y recursos de la Diputacién Provincial de Santander.

Por Ley de Cantabria se podrad reconocer a la Comarca como Entidad
local, con personalidad juridica y demarcacién propias (arts. 7, 22, 31, 32
v 36). .

4. Administracién de Justicia: a) Tribunal Superior de Justicia: Ante €l
se agotaran las sucesivas instancias procesales, sin perjuicio de la jurisdic-
cién que corresponde al Tribunal Supremo (art. 41). '

b) Competencia de los 6rganos jurisdiccionales en Cantabria: Se exten-
ders, en el ambito civil, a todas las instancias y grados, con la excepcién
de los recursos de casacién y revision.

En las restantes materias se podra interponer, cuando proceda, ante €l Tri-
bunal Supremo, el recurso de casacién o el que corresponda segiin las leyes
del Estado y, en su caso, el de revisién (art. 42).

5. Régimen tranpsitorio: a) Aplicacién de la nmormativa estatal vigente:
Hasta tanto la Asamblea Regional no legisle sobre las materias de su com-
petencia, continnaran en vigor las actuales leyes y disposiciones del Estado
que se refieren a las mismas, sin perjuicio de que su desarrollo reglamen-
tario y ejecucién se lleven a cabo por la Diputacién Regional de Cantabria.

b) Traspasos de bienes y servicios del Estado a la Comunidad Auténo-
ma: Sera titulo suficiente para la inscripcién en el Registro de la Propiedad
d.el traspaso de bienes inmuebles del Estado a la Comunidad, la certifica-
cidn por la Comisién Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente
promulgados, Esta certificacién debera contener los requisitos exigidos por
la Ley Hipotecaria.

— El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de loca-
les para oficinas priblicas de los servicios que se transfieran no daran dere-
cho al arrendador a extinguir o renovar el contrato. ‘
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— La Diputacién Regional quedarad subrogada en la titularidad de los
coniratos sometidos al derecho administrativo o al laboral, que vinculen al
personal y resulten afectados por este Estatuto y por los traspasos de
competencias a la Comunidad Autémoma (disp. trans. 7.2 y 9.9).

B) Observaciones.

Tanto este Estatuto como el de Asturias contienen una disposicién tran-
sitoria dedicada a las transferencias de funciones, bienes e instalaciones
del Estado a la Comunidad Auténoma respectiva. En particular, respecto
de las relaciones contractuales en que intervemia el Estado y quedan afec-
tadas por las transferencias, se dispone la subrogacién de la Comunidad en
la situacién ocupada por aquél, en la misma forma prevista por la Ley
3271981, de 10 de julio (ADC XXXIV-IV ndm. 23 de la Informacién Legisla-
tiva), para los entes preautonémicos.

Llama la atencién que las disposiciones aludidas, al regular el iraspaso
de bienes, se refieran a «los acuerdos gubernamentales debidamente pro-
mulgados», ya que la promulgacién es un acto que, juridicamente, se aplica
a las leyes y demas normas juridicas (art. 91 de la Constitucién), no a los
meros actos adminisirativos que cuando tienen por destinatario una plura-
lidad indeterminada de sujetos, deben publicarse para surtir efecto (art. 46,
p. 2 de la Ley de Procedimiento Administrativo). Sélo atendiendo al sig-
nificado vulgar de los términos es posible confundir promulgacién y pu-
blicacién (v. voz «Promulgar», Diccionario de la Lengua Espafiola, 182 ed.,

1956, pag. 1072).

4. DERECHO AGRARIO. Estatuto de la explotaciéon familiar agraria y
de los agricultores jovenes.

Ley 49/1981, de 24 de diciembre («B. O. E.», de 11 de enero de 1982),

A) Exposicién.
I. Aplicacién de la Ley.

1. Relacién con los Derechos forales: Las disposiciones de este Estatuto
son aplicables con carécter supletorio respecto de las normas, especificas
en la materia, de los Derechos civiles forales o especiales y de las dictadas
por las Comunidades Auténomas en el dmbito de sus competencias (disp.
final 1. .

2. Efecto derogatorio: Con la entrada en vigor de esta Ley quedan dero-
gados los articulos 25, p. 1.; 32, p. 1, 2,3y 4 35, p. 1,2, 3y 7, 36 a 42 de
la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, texto refundido de 12 de enero de
1973.

3. Régimen transitorio: Las explotaciones y patrimonios familiares va
constituidos podran. optar por acogerse expresamente a esta Ley o continua-
ran rigiéndose por la legislacién anterior, salvo cuanto se refiere al sistema
sucesorio establecido por esta Ley, que resultara, en todo caso, de aplica-
cion {(disp. derogatoria.).
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II. La explotaciéon familiar agraria.

1. Concepto: A los efectos de esta Ley se entiende por tal el conjunto de
bienes y derechos organizados empresarialmente por su titular para la pro-
duccién agraria, siempre que constituya el medio de vida principal de la
familia, pueda proporcionarla un nivel socioecondmico andlogo al de otros
sectores y retna las siguientes condiciones:

a) Que el titular desarrolle la actividad empresarial agraria como prin-
cipal, asumiendo su riesgo y

b) Que los trabajos sean realizados por el titular y su familia, sin que la
aportacién de mano de obra asalariada fija supere, anualmente, a la familiar
en jornadas efectivas (art. 2).

2. Elementos objetivos: La explotacién comprende los bienes inmuebles
risticos y los edificios construidos en ellos, las instalaciones agropecuarias,
los ganados, méAquinas y aperos integrados y afectos a ella que pertenezcan
al titular, a su cényuge o a ambos.

También se incluyen los arrendamientos y derechos de uso y disfrute
que, sobre los bienes indicados, puedan pertenecer al titular, y los demdas
derechos que le pertenezcan y sirvan a la explotacién (art. 3).

3. Elementos subjetivos: a) Titular de la explotacién: Esta condicién
podrd recaer, caso de matrimonio, en ambos cdényuges, bastando que uno
de ellos retna los requisitos personales exigibles, que se entenderdn, ades
més, reunidos por el cényuge supérstite,

b) Colaborador de la explotacién: Serda la persona mayor de edad, o
menor emancipada, que sea cényuge, descendiente, pariente del titular, o,
incluso, sin parentesco con él, tenga experiencia profesional de dos afios en
actividades agrarias, dedicando principalmente su trabajo a la explotacién
¥ suscriba un acuerdo escrito de colaboracién con el titular (art. 5).

4. Prueba de la condicién de la explotacién: Sera titulo suficiente para
acreditar la calificacién de explotacién familiar agraria el documento ad-
ministrativo expedido, a instancia del titular, por el Ministerio de Agricultu-
ra. Andlogos efectos producird el acto de aprobacion del plan de moderni-
zacién.

III. Medidas para la proteccién de la explotacién familiar agraria.

1 ‘Objetivos de la presente Ley: Esta Ley persigue los siguientes fines:

) a? Constituir explotaciones agrarias viables, mantener su integridad, con-
tinuidad, desarrollo y modernizacién.

b) Estimular la incorporacién a la direccién de las explotaciones de los
colaboradores y facilitar el acceso de agricultores jévenes a la propiedad
de los medios de produccién y a la sucesion en las explotaciones.

. ©) Facilitar la inscripcién registral de los bienes y derechos que cons-
tituyen las explotaciones (art. 1).
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2. Régimen de la colaboracién en las explotaciones familiares agrarias.

a) Acuerdos de colaboracién: Regulan la participacién del colaborador
en los trabajos de la explotacién y su incorporacién a las responsabilidades
gerenciales.

En los acuerdos se determinaran las funciones y responsabilidades del
colaborador, sus obligaciones para el titular y las indemnizaciones que ha-
van de abonarle los sucesores si no se mantiene el acuerdo de colaboracién.

También se establecerdn las retribuciones a que tengan derecho el co-
laborador o la forma de valorar su dedicacién a la explotacién, que tendra
la consideracién de derecho de crédito sobre la herencia o de aportacién
computable a su favor en el momento de la sucesién (art. 6).

b) Medidas complementarias: Los acuerdos podrin complementarse o
instrumentarse con el pacto sucesorio o la designacién testamentaria del
colaborador como sucesor en la titularidad de la explotacién (art. 7).

c) Participacién en la financiacién: Al colaborador que participe en la
financiacién del plan de modernizacién de la explotacién le serd reconocido
en la sucesidon un derecho de crédito por el importe actualizado de la can-
tidad que hubiere aportado (art. 8).

3. Conservacién. de la integridad de la explotacién.

a) Obligacién de conservarla: La obtencién de beneficios econémicos o
la suscripcién de acuerdos de colaboracién implicara la obligacién de con-
servar integros y afectos a la explotacién los elementos necesarios que se
especifiquen en su calificacién o plan de modernizacién, durante el piazo
que sefiale la Administracién (art. 11).

No obstante, el Ministerio de Agricultura podra autorizar la separacién de
alguno de los elementos en los casos previstos por la Ley (art. 12). )

b) Disposicién de bienes del matrimonio y sucesién de uno de los cén-
yuges: El examen de las disposiciones indicadas se remite a los apartados
relativas a Derecho de familia y Derecho de sucesiones (I, 4 y 5 de esta
Informacién).

c¢) Derecho de adquisicién preferente: Se examina en el apartado rela-
tivo a Derecho reales (I, 3, de esta Informacidn).

4. Medidas financieras:
Son. de tipo diverso, pudiendo distinguirse las siguientes:

a) Desarrollo y modernizacién de explotaciones: Las medidas tienen por
objeto financiar la modificacién de las estructuras productivas, fijandose
los requisitos que deben reunir los titulares, las explotaciones y el plan de
modernizacién, que se elabore, para que sean concedidas.

Dichas medidas consisten en créditos especiales, subvenciones, cesiones
de derechos por Entidades piblicas, colaboracién en actividades y ayuda
mutua, sefialandose por la Ley algunos casos de aplicacién preferente (ar-
ticulos 45 a 52).

b) Acceso de agricultores jévenes: Los beneficios previstos tienen la
finalidad de facilitar a los jévenes menores de treinta y cinco afios el acceso,
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mejora, ampliacién o transformacién de las explotaciones familiares. Pueden
consistir en adjudicaciones de tierras o ayudas, créditos y subvenciones
para su adquisicién o las mejoras e instalaciones necesarias para la explo-
taciébn y para la vivienda de uso propio.

Las transmisiones de tierras, constituciones o cancelacién de garantias y
los créditos que se concedan estaran exentos del Impuesto sobre Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados o, en su caso, del Ge-
neral sobre el Trafico de Empresas (arts. 53 a 56).

¢) Ayudas generales: El Ministerio de Agricultura prestard asistencia y
asesoramiento técnico gratuito y desarrollard acciones de capacitacidn y
formacién continuada.

En los procedimientos de concentracién parcelaria se otorgarid preferen-
cia a las explotaciones familiares agrarias, que ven ampliado el limite de las
subvenciones que puede concedérselas para la adquisicién de tierras.

A propuesta del Ministerio de Justicia se dictardn normas para la reduc-
cién de aranceles y fijacién de bases que deban ser aplicadas en las actua-
ciones de Notarios y Registradores (disp. adic. 2.9).

d) Pérdida de los beneficios: Los interesados quedaran libres de las
obligaciones impuestas por la Ley previa cancelacién de los préstamos y
reintegro de las subvenciones y bonificaciones disfrutadas, incrementadas
con el interds legal.

El incumplimiento de las obligaciones legales llevard consigo la imposi-
cién por la Administracién de las sanciones previstas en la Ley. (arts. 66
y 67).

€) Beneficios fiscales: La Ley establece los siguientes, en relacién con
los actos que se indican:

1. Reduccién del 50 por 100 de la base en el impuesto correspondiente
en la transmisién de la explotacién a favor de un colaborador en la
misma.

2. No sujecién a iributacién de los negocios juridicos dirigidos a com-
pletar la superficie suficiente para constituir una explotacién fami-
liar agraria, Deberan hacerse constar la indivisibilidad de la finca,
tanto en el documento publico de adquisicién como en el Registro.

3. No sujecién a tributar de la continuacién de la explotacién por el
cényuge supérstite.

4. No sujecién al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurfdicos Documentados ni al Gemeral sobre el Tréfico de las Em-
bresas de los créditos o garantias concedidos al amparo de esta Ley.

5. Reduccién del 90 por 100 de la base impositiva en los expedientes de
dominio y actas de notoriedad relativos a fincas integradas en una
explotacién familiar agraria (arts. 62 a 65).

5. Reglas procesales: Se examinan en el apartado correspondiente al

Derecho Procesal (IV de esta Informacién).

6. Inscripcién registral: El régimen especial se expone en el apartado
correspondiente (II de esta Informaci6n).
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B) Observaciones.

1. La presente Ley constituye un paso mas en la configuracion legislativa
independiente del Derecho agrario, que viene a centrarse en un elemento
objetivo: la explotacién. Alrededor de tal elemento se coloca la regulacién
de sus variados aspectos, que corresponde a preceptos provinientes de las
tradicionales ramas juridicas. Junto a normas de caracter administrativo y
financiero, destaca la atencién prestada por la Ley a materias propias del
Derecho privado e, incluso, las especialidades registrales y procesales que
introduce. Con ello, aunque se adectia la normativa juridica a las condicio-
nes de las explotaciones agrarias, se complica el ordenamiento y se dificulta
el trafico. Ha de tenerse en cuenta, ademads, que algunas de las innovaciones
legales aplicables sélo a las explotaciones, serian perfectamente generali-
zables.

2. La Ley realiza una foralizacién del Derecho comuin tal como habia
sido reclamado, en ocasiones, por la doctrina especializada pero este proceso
suscita diversos problemas en relacién con las competencias de las Comuni-
dades Auténomas sobre su Derecho foral. En este sentido, la autocalificacion
de la norma como supletoria (disp. final 1), si bien salva la posible co-
lisién de competencias en relacién con la <«agricultura y ganaderia», no pa-
rece suficiente en materias de Derecho civil, En éstas tal supletoriedad debe
funcionar con pleno respeto a la plenitud de cada sistema foral, evitando
la introduccién en ellos de instituciones extrafias, por lo que deberd aten-
derse, en cada caso, a su contenido material y a la compatibilidad de sus
principios con la regulacién de la Ley que se trate de aplicar.

3. El régimen general de las explotaciones familiares agrarias supone una
intervencién fundamental de la Administracién en su desarrollo desde su
calificacién, que parece debe surtir efectos con caricter general, hasta la
atribucién de medios para su mantenimiento. Debe tenerse en cuenta que la
pérdida de los beneficios concedidos por la Administracién acarreara la obli-
gacién de reintegrarlos, incrementados con el interés béasico del Banco de
Espafia, segiin la Ley General Presupuestaria (art. 36, p. 2).

4. La regulacién de los derechos de adquisicién preferente es algo con-
fusa. Por una parte, la determinacién de sus titulares por remisién a los
que lo sean de derechos de reembolso deja en una situacién imprecisa al
designado sucesor, pues sélo cuando la designacién sea por pacto sucesorio
queda claro su derecho preferente. En otro caso, s6lo cuando tal sucesor de-
signado sea legitimario, ostentard los derechos de tanteo y retracto.

Por otro lado, la Ley no determina la preferencia de estos derechos
sobre los demds de igual naturaleza regulados por otras leyes, lo cual no
se conforma con el designio primordial de mantener la integridad de las
explotaciones.

5. Tampoco es afortunada la redaccién del articulo 13 de la Ley en rela-
cién con los actos dispositivos sobre la explotacién en caso de matrimonio,
pues no resulta congruente la exigencia de que la titularidad recaiga en
ambos cényuges con la referencia al caracter privativo de los bienes.
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Por lo demds, el régimen que se establece al respecio €s mera exiensién
de lo dispuestio en los articulos 1.320 y 1.322 del Cédigo civil, redactados por
la Ley de 13 de mayo de 1981. La aplicacién general de este régimen encon-
trara dificultades en algunos casos.

6. Las normas sucesorias introducen instituciones forales tradicionales
encaminadas a asegurar la pervivencia de las explotaciones agrarias. Como
indica la Ley, su empleo queda objetivamente limitado a las disposiciones
relativas a la explotacién, lo cual supone la necesidad de acudir a las nor-
mas generales para ordenar la sucesién en todo aquello que sea ajeno a
dicha explotacién. Esto, unido a la oscura configuracién de los derechos
de reembolso, confiere peculiar complejidad a esta materia y dificulta la
aplicacién prictica de la Ley.

7. vras medidas de fndole registral v procesal, tendentes a facilitar el ac-
ceso al Registro de la Propiedad de las explotaciones agrarias y a acelerar
el curso de los procesos que las afecten serian aplicables también a otros
supuestos, necesitados de parecidas actuaciones legislativas.

2. Derecho de obligaciones

5. ARRENDAMIENTOS RUSTICOS. Se establece el contrato-tipo.

Orden de 1 de diciembre de 1981 ‘(«B. O. E.», del 164 de enero de 1982).

La Ley 83/1980, de 31 de diciembre, de arrendamientos rdsticos, estable-
¢i6 que la Administracién competente aprobaria contratos-lipo para su for-
malizacién por escrito (art. 20). En cumplimiento de este mandato se ha
elaborado el modelo de contrato que ahora se publica,

El contrato-tipo contiene las referencias precisas para indicar la fecha y
¥igar de celebracién, partes contratantes, fincas arrendadas y pactos y con-
diciones particulares. Las condiciones generales, en nimero de catorce, se
refieren a la imperatividad de la Ley de Arrendamientos Rusticos, la renun-
cia a Jos derechos de las partes, la condicién de profesional de la agricul-
tura, que debe tener el arrendatario, los derechos y obligaciones de las
Partes (eleccién del tipo de cultivo, renta y cantidades asimiladas, seguros,
obras, reparaciones y mejoras, prohibicién de subarriendos o cesiones), for-
ma del contrato, plazo y resolucién del mismo. Dichas condiciones son mera
transeripcién o remisién a los criterios ya establecidos en la Ley (veseflada
en ADC XXXIV-II, n° 2 de la Informacién Legislativa),

6. RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL. Constitucién d.e un. Fon-
do .Internacional para la indemnizacién de dafios causados por la contami-
Dacién de hidrocarburos.

. Convenio de 18 de diciembre de 1971, al que se adhirié Espafia mediante
Dstrumento de 22 de septiembre 1981 («B. O. E.», de 11 de marzo 1982).
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A) Exposicién.

Se crea un Fondo internacional gue tiene por finalidad indemnizar a las
victimas de los dafios por contaminacién en forma suficiente y exonerar a
los propietarios responsables de las obligaciones financieras suplementarias
que derivan del Convenio de Responsabilidad de 1969, ’

El Convenio regula los supuestos en que el Fondo debe indemnizar a las
victimas y el montante de la indemnizacién, as{ como de las compensacio-
nes econdmicas a que tienen derechos los propietarios y sus fiadores.

El derecho a las indemnizaciones y compensaciones «caducaris» a los tres
afios de producido el dafio (a pesar de los términos taxativos del Convenio
este plazo parece ser de prescripeién; véase el articulo 6, p. 1). También se
regula con detalle la subrogacién del Fondo en los derechos de la victima
¥ Ia de los Organismos estatales cnando hayan abonado una indemmnizacién
por dafios de contaminacién. '

Por tltimo, determina el Convenio las contribuciones al Fondo, su orga-
nizacién y el procedimiento de adopcién de resoluciones.

B) Observaciones.

Este Convenic es complementario del Convenio Internacional sobre Res-
ponsabilidad Civil por dafios causados por la contaminacién de hidrocarbu-
ros, de 29 de noviembre de 1969, ratificado por Espafia mediante Insiru-
mento de 15 noviembre 1975 («B. O. E.», de 8 de marzo 1976). Su formali-
zacién fue prevista en la Conferencia jurfdica intermacional de 1969 sobre
dafios causados por la contaminacién de las aguas del mar.

7. PATRIMONIO HISTORICO-ARTISTICO NACIONAL. Se regulen los
depdsitos de obras de arte y otros fondos museisticos propiedad del Estas
do en Entidades e Instituciones puiblicas ¥y privadas.

Real Decreto 3.547/1981, de 29 dicieinbre («B. O. E.», de 18 marzo 1982).

A) Exposicién.

1. Naturaleza y regulacidén de los coniratos: Los contratos de depositos
de obras de arte de propiedad estatal, celebrados con entes piiblicos o pri-
vados, te:ndrén el cardcter de contratos administrativos especiales v se re-
girdn, con que.cién a lo dispuesto en Ia legislacién de defensa del patrimonio
histérico-artistico nacional ¥ en este Real Decreto, por las normas adminis-
trativas correspondientes y, supletoriamente, por lo establecido sobre el de
pdsito en el Cédigo clvil,

2. Requisitos de log contratos:
pork Orden Ministeriay que contendr
Real Decreto. Deberan preceder a

Yos contratos deberdn ser autorizados
4 las determinaciones previstas por este
. su otorgamiento los informes téemicos
stos por Ia misma disposicién e, incluso, podra exigirse la formaliza-
cin de una péliza de se

guro. En el momento de realizarse el depésito se
levantars la correspondiente acta,
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3. Condiciones especiales de estos contratos:

a) Finalidad: Los depdsitos sélo podrén perseguir fines estrictamente
culturales, cientfficos o de alta representacién del Estado y se haran, nor-
malmente, en instalacionmes museisticas.

b) Exposicién pdblica: Las obras depositadas deberin permanecer obli-
gatoriamente expuestas al piblico, con indicacidn de su procedencia.

<} Actividades prohibidas al depositario: Los traslados, restauraciones,
limpiezas o manipulaciones de las obras requerirdn la previa autorizacién
del depositante.

d) Obligaciones del depositario: Deberd guardar las obras y restituirlas,
cuando le sean pedidas, a la Administracion del Estado.

B) Observaciones.

Este Real Decreto viene a cubrir un vacio norgativo de gran importan-
cla para la debida administracién y conservaciéi®del patrimonio artistico
de titularidad estatal. Los depésitos de obras regulados en esta disposicién
carecfan, con anterioridad, de una regulacién general y detallada, pues sélo
se referfa a ellos el articulo 44 de la Ley de 13 de mayo de 1933 v en forma
claramente insuficiente.

El régimen de estos depdsitos se encuentra regido por dos criterios prin-
cipales: Permitir el control de su existencia y mantenimiento, para lo cual
se impone su documentacién, y someter a su regulacién todos los depésitos
existentes actualmente (segin el artfculo 10 es imperativo la revision, ajus-
tada al Real Decreto, de todos los depdsitos constituidos hasta la entrada
en vigor de! mismo).

3. Derechaos reales

8. EXPLOTACION FAMILIAR AGRARIA. Régimen de los derechos de
adquisicidn, preferente conferidos por la Ley.

Ley 49/1981, de 24 diciembre («B. O. E.», de 11 de enero 1982).

A)  Exposicién,

L. Titulares de los derechos: Podran ejercer los derechos de tanteo o re-
tracio los titulares de derechos de reembolso (legitimarios o herederos abin-
testato distintos al que suceda en la titularidad de la explotacién, segin el
articulo 30) que se comprometan a conservar el régimen de la explotacién
familiar agraria, v, en su defecto, el Estado, que las destinard, en ¢l plazo de
tres afios, a la instalacién de jdvenes agricultores o a la ampliacién v mejora
de otrag explotaciones (arts. 38, 39 y 43). .

2. Supuestos de hecho: Habr4 lugar a su efercicio en case de enajenacién
2 titulo aneroso de una explotacién. Si la enajenacién es por subasta no pro-
cederd ejercer el derecho de tanteo si se han realizado las notificaciones re-
Buladas en el artfeulo 44 (véase el régimen procesal resefiado en el apartado
IV de esta Informacion).
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3. Ejercicio del derecho de tanieo: Debera hacerse deniro de los treinta
dias siguientes a la notificacién, a su titular, de los términos de la transmisién
proyectada (art. 40).

4. Ejercicio del derecho de retracto: Deberid hacerse en un plazo igual
contado desde que su titular conozca la transmisién efetuada. El derecho del
Estado caducard a los sesenta dias desde que los organos administrativos
conozcan la transmisién y, a falta de tal conocimiento, a los tres afios desde
aguélla, Su ejercicio debera notificarse previamente a los titulares de derechos
de reembolso (art. 41).

5. Preferencia entre derechos de adquisicién: Son determinantes de pre-
ferencia por orden sucesivo: la posesion de diploma de cualificacién profe-
sional agraria y la mayor dedicacién a la profesién agraria.

4, Derecho de familia

9. EXPLOTACION FAMILIAR AGRARIA. Régimen de los actos de disposi-
cién relativos a la misma.

Ley 49/1981, de 24 diciembre («B. O. E.», de 11 enero 1982).

A) Exposicién,

1. Actos de disposicién de la explotacién o de alguno de los inmuebles que
la integran: En caso de matrimonio, si la titularidad de la explotacién recae
en ambos cOnyuges, la realizacién de estos actos requiere el consentimientio
de los dos 0, en su caso, autorizacidon judicial, con independencia del carécc
ter comin o privativo de dichos bienes. )

2. Consecuencias de la falta de consentimiento de uno de los coényuges o
de la autorizacién judicial: Los actos dispositivos que no sean expresa o ta-
citamente confirmados podran ser anulados a instancia del cényuge cuyo con-
sentimiento se omitié o de sus herederos, durante el plazo de cuatro afios
desde la realizacién del acto.

Los actos dispositivos a tftulo gratuito sobre bienes comunes seran nu-
los si faltare dicho consentimiento (art. 13).

5. Derecho de sucesiones

10. EXPLOTACION FAMILIAR AGRARIA. Régimen sucesorio.

Ley 49/1981, de 24 de diciembre («B. O. E.», de 11 enero 1982).

A) Exposicién.

I. El pacto sucesorio.

a) Admisién de su celebracién: El titular de la explotacién podra convenir
la sucesién de dicha titularidad con quien reuna la cualidad de colaborador.
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b) Requisitos subjetivos:

— El pacto a favor de colaborador que no sea legitimario requerird el
consentimiento de éstos, si existieran.

~— En caso de matrimonio el pacto deberd ser otorgado por ambos cén-
yuges.

c) Obligaciones del instituido: Habra de mantener la cualidad de colabo-
rador hasta el fallecimiento del instituyente. En otro caso el pacto serd re-
vocable a instancia del instituyente o sus legitimnarios, salvo que se aprecien
ponderadas razones de equidad para mantenerlo.

d) Obligaciones del instituyente: No podra disponer a titulo gratuito de
la explotacién, salvo a favor del instituido, que ostentari el derecho de ad-
quisicién preferente regulado en esta Ley (véase la parte 1,3, disposicién nud-
mero 8, de esta Informacién) en caso de disposicién a titulo oneroso de la
misma, ademas de las facultades de impugnacién que le correspondan con
arreglo a la legislacién civil. :

e) Extincién de sus efectos: 1. Resolucién: Por acuerdo de los otorgantes,
formalizado en escritura publica; por incumplimiento de las cargas, condi-
ciones u obligaciones impuestas; o por la conducta del sucesor que impida la
normal convivencia familiar,

2. Indignidad o desheredacién: Afectardn sus causas al instituido, aunque
no sea legitimario (arts. 16 a 20).

II. La sucesién testada.

a) Regla general: En defecto de pacto la sucesion en la explofacién se
deferira a la persona que el causante hubiere designado en’ testamento. Si el
designado no fuere heredero forzoso serd necesario que hubieren éstos -re:
nunciado o convenido sobre sus derechos, incurrido en causa de deshereda-
cién o que se respeten -sus legitimas (art. 21).

b) Testamento mancomunado.

1. Otorgamiento: Podra hacerse por los cényuges, en forma abierta, para
ordenar la sucesién en la explotacién en su integridad. .

2. Revocacién o modificacién: Sélo podra realizarse. en vida de ambos
cényuges y conjuntamente, salvo en caso de divorcio o separacién efectiva
de los mismos en que cabrd la revocacién unilateral, que deberd notificarse
mediante documento fehaciente al oiro cényuge. Habrén de cumplirse las
mismas formalidades con que se otorgd (art. 22).

©) Designacién mediante comisario.

1. Nombramiento del comisario: En testamento abierto podrs nombrarse
comisario al céuyuge al sélo objeto de designar sucesor en la explotacién.

2. Designacién del sucesor: Habrd de constar en testamento abierto o
escritura publica, siendo, en este caso, irrevocable. El comisario no podra
delegar su funcién y deberi ajustarse a lo establecido por el causante o a
la regla general antes indicada.

Una vez que todos los descendientes comunes o colaboradores alcancen
la mayorfa de edad, cualquiera de ellos podr4 exigir al comisario que, en el
Plazo de un afio, designe sucesor.

9
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3. Pérdida de la cualidad de comisario: Salvo disposicién expresa del cau-
sante, se praducird cuando el cényuge contraiga nuevas nupcias (arts, 23 a 26).

III. La sucesién intestada.

a) Orden de suceder: A falta de pacto o disposicién testamentaria la ex-
plotacién, en su integridad correspondera:

1> Al heredero legitimo més préximo colaborador durante mas tiempo en.
la explotacién.

2° En su defecto el heredero legitimo que se comprometa a continuarla

o se designe por la mayoria en el plazo de tres meses desde la aper-
tura de la sucesion.

3° ' 8i no existen herederos legitimos sucederin los colaboradores por or-

den de su antigiiedad y, si ésta es igual, seglin la eleccién de la ma-
yoria (art. 27).

b) Derechos del cényuge viudo: Le correspondera el usufructo vitalicio de
la explotacién, con obligacién de atender al sostenimiento de la familia. El
sucesor en la explotacién podra, si no existen hijos menores o incapacitados,

sustituir tal derecho por una renta vitalicia, fijada de comiin acuerdo o por
resolucién judicial (art, 14).

IV. Disposiciones comunes a las diversas clases de sucesién.

a) Pluralidad de sucesores en la explotacién: Podra deferirse la explota-

€ién a favor de dos o mis personas cuando los elementos que se asignen a
cada una sean suficientes para constit

X uir explotaciones familiares indepen-
dientes.

b) Haber de los coherederos distintos del sucesor en la explotacién: Podré
pPagarse en dinero o en el plazo de diez afios desde la apertura de la sucesion,
debiendo abonarse el 60 por 100, al menos, en los cinco primeros afios. Las
cantidades aplazallas devengaran el interés legal,

€) Valoracién de la explotacién: Se efectuard por acuerdo de los intere-
sados y, a falta del mismo, en funcién de la renta media de los cinco wlti-
mos afios.

d) Situacién de los colaboradores en la explotacién y no sucesores: Ten-
dran derecho a ser compensados econémicamente por su dedicacién,
€) Derechos de los legitimarios:
bastan para el pago de sus legftimas,
un tercio del valor de Ia exp.
de hipoteca legal.

Si los bienes ajenos a la explotacién no
aquélla quedard afecta a su pago, hasta
lotacién, pudiendo ademas exigir la constitucion

D Derec‘ho de . imentos: Corresponders a los descendientes del causante
menores o incapacitados que estuvieren a cargo del mismo y frente al suce-
sor en la explotacién.

g) Derecho de reembolso: Se confj

gura por la Ley con los siguientes ele-
mentos:
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1. Titulares: Los legitimarios o herederos abintestato distintos al gue su-
ceda en la explotacién, que lo ejercerdn frente a éste o sus sucesores.

2. Cuantia: Estard determinada por la diferencia entre el valor de la
explotacién en la particion, actualizado, y el precio de mercado de la
misma, minorado segdin lo acordado o en un 3 por 100 por cada afio
que el sucesor haya colaborado en la explotacidn, hasta un maximo de
veinte aiios.
De esta diferencia se deducird el porcentaje que correspondié al su-
cesor como legitimario o heredero abintestato.

3. Nacimiento: Cuando la explotacién fuera enajenada, expropiada o per-
diera su naturaleza antes de tramscurridos quince afios desde la suce-
sidn (arts. 30 y 31).

h) Sucesién en arrendamientos rtsticos: Cuando la finca forme parte de
una explotacién se regira por la presente Ley,

i) Forma de los actos: El pacto sucesorio, la prestacién de consentimien-
to, la renuncia o el convenio sobre derechos hereditarios regulados en esta
Ley debera formalizarse, para su validez, en escritura publica. Podran condji-
cionarse a la efectividad de la designacién como sucesor de una determina-
da persona.

§) Extincién del régimen de comunidad hereditaria: Podra lograrse por
el comunero que retna las condiciones exigidas para ser titular de la explo-
tacién cuando ésta se encuentre en tal régimen, sin divisién, por mas de veinte
afios, instando su calificacién como. familiar agraria. Realizada la caiifica-
cién el comunero podri actuar como titular, pagando en dinero el haber
hereditario de sus coherederos, dentro del plazo de cinco afios, si lo exigen
(disp. adicional 1.5,

II. DERECHO REGISTRAL

.11. EXPLOTACION FAMILIAR AGRARIA. Régimen especial de las ins-
Cripciones en el Registro de la Propiedad.

Ley 49/1981, de 24 de diciembre («B. O, E.», de 11 de enero 1982).

A) Exposicién.

.1. Inmatriculacién de bienes inmuebles integrantes de una explotacién fa-
miliar agraria: Podr4 hacerse mediante escritura piblica en la que se des-
cribany siempre que figuren catastrados a nombre del titular o se haya to-
mado la nota correspondientes para ello. Este dltimo requisito no serd
breciso si la escritura es anterior, en mas de un afio, al asiento de pre-
Sentacién,

D.eberé acreditarse la calificacién de la explotacion mediante el documento
administrativo previsto en el articulo 10 de la Ley.

Serd aplicable Io dispuesto en el articulo 207 de la Ley Hipotecaria.

2. Constancia del exceso de cabida de los mismos bienes: Podri lograrse
bor los mismos medios que la inmatriculacién, antes indicados (art. 68).
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3. Reanudacién del tracio registral interrumpido respecto de bienes in-
muebles integrantes de la explotacién. Podra hacerse mediante acta de noto-
riedad tramitada conforme a'las reglas contenidas en la propia Ley (art. 69).

En sus lineas generales esta tramitacion especial es semejante a la pre-
vista en los articulos 203 y 204 de la Ley Hipotecaria y 288 a 297 del Regla-
mento, destacando las siguientes' diferencias:

— Podré autorizarlas un Notario habil para actuar en cualquiera de los
términos municipales en que radique la finca, si se extiende por varios
de ellos.

— Se impone la notificacién personal a los titulares de inscripciones con-
tradictorias de menos de veinte afios de antigiiedad.

— Si no se produce oposicién, se prescinde de la intervencién judicial.

4. Notas marginales de afeccién previstas por la Ley: En dos preceptos
dispone la Ley la prictica de estas notas:

a) Sobre los bienes y derechos inscritos integrantes de la explotacién, en
garantia de los beneficios obtenidos y-de la obligacién de conservar su inte-
gridad. Para extenderla bastan los documentos administrativos: de califica-
cién de la explotacién o el plan de modernizacidn aprobado (art. 10, p. 2).

b) Sobre las fincas inscritas en propiedad a favor de quien haya obtenido
los beneficios econdmicos regulados en la Ley, en garantia de los mismos. Se
practicard con el documento en que se formalice la concesién de los bene-
ficios, debiendo hacerse constar-el plazo de la afeccién.. La cancelacién tendra

Iugar mediante certificacién administrativa que la autorice o de oficio, trans-
currido el plazo de vigencia (art. 59).

12, l.lEGISTRADORES DE LA PROPIEDAD Y NOTARIOS. Reduccién de
honorarios en actuaciones referentes a, Viviendas de Proteccién Oficial.

_ Esta disposicién precisa el sistema de aplicacién de la reducciones de ho-
norarios establecidas ‘por 1a Ley 41/1980, de 5 de julio, sobre medidas ur-
gentes de apoyo a la vivienda (art. 8). ' '

Se_ determipa.que. las cantidades sefialadas en la Ley como derechos aran-
CFI?HOS para la primera transmisién o adjudicacién de viviendas cuya super-
ficie Giil no exceda de 90 metros cuadrados (5.000 pesetas para los Notarios
¥ 2.000 para los Registradores de la Propiedad) quedardn modificadas por la

tevisién oficial de-los médulos o precios oficiales que sefiale €l Gobierno ¥

enr-la misma- proporcign. Si existieran varios médulos aplicables, se tendréd
en cuenta la cifra media.

. La Junia de Decanos de los Co
Colegio de Registradores son los 6
precisos para aplicar las reglas

legios Notariales y la Junta Nacional del
rganos encargados de efectuar los cédlculos
anteriores.
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13, CATASTRO TOPOGRAFICO PARCELARIC Y REGISTRO DE LA PRO-
PIEDAD. Se determinan los términos municipales en que se inicia su coordi-
nacién.

Orden de 30 de enero de 1982 («B. O. E.», de 27 marzo).

Esta disposicién inmicia la ejecucion del Real Decreto 1.030/1980, de 3 de
mayo, que regula dicha coordinacién.

Los términos municipales en que comienzan las tareas se relacionan en
Anexo a la presente Orden.

14. ENTIDADES DE LA IGLESIA CATOLICA. Inscripcién en el Registro
de Entidades Religiosas.

Resolucién de la Direccién General de Asuntos Religiosos de 11 marzo 1982
(«B. O. E.», del 30).

A) Exposicion.

1. Requisitos generales de indole formal: a) Certificaciones para acreditar
los fines religiosos de las Entidades: Deberdn ser expedidas o visadas por el
drgano competente de la Conferencia Episcopal.

b) Documento acreditativo de la ereccidon, fines, identificaciéon, organiza-
cién y funcionamiento de las Entidades: Sus firmas deberan ser legitimadas
por Notario Civil.

2. Régimen de las circunscripciones territoriales de la Iglesia Catodlica:

a) No estdn sujetas a inscripcién en el Registro de Entidades Religiosas.

b) Gozarin de personalidad juridica civil en cuanto la tengan candnica y
ésta sea notificada por la autoridad eclesidstica competente a la Direccidn
General de Asuntos Religiosos. '

€} Las existentes en Espafia antes del 4 diciembre 1979 podrin acreditar
Su personalidad juridica por los medios de prueba admitidos en Derecho.

3. Inscripcién de las Ordenes, Congregaciones religiosas y otros Institu-
tos de vida consagrada. a) Peticiones de.inscripciéon: Podrin formularse se-
Paradamente por las provincias o casas o conjuntamente por la Orden o
Congregacién para sus provincias o casas.

b) Requisitos: Debers acompafiarse documento auténtico visade por la
90nfederacién Espafiola de Religiosos en que consten la ereccidn, fines, iden-
tificacién y organizacién de las Entidades.

©) Monasterios femeninos de clausura: Se inscribirdn mediante documento
auténtico expedido por el Ordinario diocesano.

B) Observaciones.

Esta Resolucién precisa el sistema de inscripcién regulado en el Acuerdo
Sobre Asuntos Juridicos de 3 de enero de 1979, celebrado entre la Santa Sede
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y el Estado espaiiol. Su base legitimadora es, pues, lo dispuesto en el articu-
o I, nim. 4 de diche Acuerdo, que se desarrolla en la forma prevista por el
articulo VII, ya que parece que se ha procedido de acuerdo por las partes
de aquél. A pesar de todo, y aunque se reconozca la especial eficacia nor-
mativa del repetido Acuerdo (art. 96 de la Constitucién), no parece adecuada
la regulacién de esta materia mediante una simple Resolucién de una Direc-
cion General. Deben tenerse en cuenta: Primero, los términos del Acuerdo,
que parecen exigir otro acuerdo formal para desarrollar lo dispuesto en sus
preceptos. Asi se hizo, por ejemplo, en relacién con la aplicacién del Impuesto
sobre Sociedades a las Entidades Eclesiasticas, que fue objeto de nuevo
Acuerdo fechado el 10 octubre 1980.

Segundo, el Real Decreto 142/1981, de 9 enero, regulador del Registro de
Entidades religiosas, que dispone la aplicacién de lo establecido en los
Acuerdos o Convenios de Cooperacién con Iglesias, Confesiones y Comunida-
des religiosas s6lo en lo no previsto por sus preceptos (art. 3, p. 3). Disposicién
ésta que no resulta correcta, dado el rango normativo que debe atribuirse
a los Acuerdos, pero que reviste a la materia de un rango reglamentario su-
perior, no susceptible de modificacién con simples Resoluciones.

III. DERECHO MERCANTIL

. 15. SOCIEDADES DE GARANTIA RECIPROCA. Prestacién de avales y
fianzas a favor del Estado ¥y sus Organismos auténomos.

Real Decreto 3.269/1981, de 3 de agosto («B. O. E.», del 9 enero 1982).

Se~ modifican algunos aspectos del Real Decreto 1.312/1981, de 10 de abril
(resefiando en ADC XXXIV-IV, nim. 6 de la Informacién Legislativa), que
establecié el régimen general sobre la materia.

La reforma afecta a los siguientes puntos:

] 1. Se declaran excluidas del ambito de aplicacién de estas reglas espe-
c1a1<?s a las Empresas ptblicas de cardcter financiero, las Administraciones
territoriales y las municipales.

2. 1a cua.ntia maxima del aval serd de 15 millones de pesetas.
3. El limite porcentual de estos avales respecto a los totales prestados

por la Sociedad (10 por 106) se computara al término de cada trimestre na-

6. TRAFICO DE METALES Y PIEDRAS PRECIOSAS. Regulacién del co-
mercio de objetos usados que contengan metales o piedras preciosas y perlas

fings,
Real Decreto 3.390/1981, de 18 de diciembre («B. O. E.», de 27 enero 1982).
A) Exposicién.
1T . Ax‘nbito de aplicacién: a) Temporal: Esta disposicién entré en vigor el
dia siguiente al d:evsu publicacién en el «B. 0. Eo.
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b) Material: El régimen especial regulado en este Real Decreto se aplica
a quienes se dedican al comercio de objetos usados de oro, plata, platino, con
o sin piedras preciosas o perlas finas, quienes deberan cumplir los requisitos
que exija la legislacién vigente y estar dados de alta debidamente en la Li-
cencia Fiscal del Impuesto Industrial (art. 1).

¢) Excepcién: Las transmisiones hechas por los titulares de establecimien-
tos en favor de industriales o comerciantes legalmente habilitados para la
transformacién o comercializacién de piedras y metales preciosos o perlas
finas (disp. adic.).

2. Contenido del régimen especial.

a) Registro de operaciones: Los titulares de las actividades indicadas de-
berdn llevar un libro-registro, foliado y sellado por la Jefatura Superior o
Comisarfa de Policia, en el que sentardn todas las operaciones que realicen
{art. 2).

b) Formalizacién de contratos: Deberin cumplimentarse hojas contrato
para cada operacién, en las que consten los datos sefialados en el libro-re-
gistro, que seran diligenciadas por la Jefatura Superior o Comisaria de Po-
licia.

¢) Control policial: El desguace o fundicién de los objetos a que se re-
fiere esta disposicién requerira la previa comunicacién a los érganos repe-
tidos, cuando se trate de venderlos en forma de lingotes u otras analogas.

Los funcionarios del Cuerpo Supérior de Policia podran inspeccionar los
libros-registro y hojas-contrato, asi como las mercancias sujetas a este régi-
men de comercio.

d) Sanciones administrativas: Las infracciones al régimen sefialado ante-

riormente se sanciomardn por las autoridades gubernativas con multas de
100.000 2 1.000.000 de pesetas, segiin su naturaleza, circunstancias y efectos.

B) Observaciones.

Esta disposicién, fundada expresamente en motivos de orden publico sus-
tituye a la Real Orden de 19 de enero de 1924.

17. SOCIEDADES Y FONDOS DE INVERSION MOBILIARIA. Modifica al-
8unos preceptos sobre su régimen juridico-fiscal.

Ordén de 26 de febrero de 1982 («B. O. E.», del 27).

Se modifican los articulos 22 v 28 de la Orden Ministerial de 1 de diciem-
bre de 1570, relativos a la distribucién de resultados de los Fondos y determi-
hacién de los mismos, tanto en los Fondos como en las Sociedades de In-
versién Mobiliaria.

Como indica el preambulo de la disposicién, las modificaciones que se in-
iroducen resultaban impuestas por el nuevo régimen del Impuesto sobre la
Renta de Iag Personas Fisicas y por el nuevo sistema de operaciones de Bolsa.
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IV. DERECHO PROCESAL

18. EXPLOTACION FAMILIAR AGRARIA. Régimen de los procesos rela-
tivos a la misma,

Ley 49/1981, de 24 diciembre («B. O. E.», de 11 enero 1982).

A) Exposicién.

1. Procedimiento aplicable: Todos los litigios que puedan originarse en
relacién con los derechos para la proteccion de la integridad de la explotacién
(capitulo ITI de Ja Ley) se sustanciardn por los irimites del juicio ordinario
declarativo de menor cuantfa (art. 15).

2. Regla especial para los procedimientos de ejecucién: En todo proce-
dimiento de ejecucién, embargo o via de apremio sobre una explotacién o
alguno de sus elementos, se requerird a su titular para que comunique la
existencia del procedimiento a los colaboradores, a los titulares de derechos
de reembolso y al Ministeric de Agricultura, suspendiéndose el curso de las
actuaciones.

Si el requerimiento no es atendido en el plazo de un mes, €l ejecutante
podra hacer la notificacién directamente a los titulaves de derechos de reem-
bolso y al Ministerio de Agricultura, levantdndose la suspensién de actuacio-
nes a los treinta dias de tal notificacién (art. 44).

19. MINISTERIO FISCAL. Se regula su Estatuto Organico.
Ley 50/1981, de 30 diciembre («B. O. E.», de 13 enero 1982).
A) Exposicién.v

1. Principios generales: a) Misién: E] Ministerio Fiscal tiene por misiéry
promover la accién de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos
de los ciudadanos y del ir;terés piblico tutelado por la Ley, velar por la in-
dependencia de los Tribunales ¥ Procurar ante éstos la satisfaccién del interés
social.

b) Integracién: El Ministerio Fiscal esti integrado, con autonomia fun-
cional, en el Poder Judicial: '

c). Actuacién: El Ministerio Fiscal ejerce su misién por medio de érganos:
Propn.)s, conforme a los principios de unidad de actuacion y dependencia je-
rérquica, con sujecion, en todo €aso, a los de legalidad e imparcialidad.

d) Denominacién: Es exclusiva (arts. 1 y 2),

) 2. 'Funcmnes: Enumeradas en el artfculo 3 del Estatuto, se indican a con-~
tinuacién lgs que se con_sideran de mayor interés para este lugar.

— Velar para que la funcién Jurisdiccional se ejerza eficazmente confor-
me a las leyes.

— Ejer(';er cuantas funciones le atribuya la ley en defensa de la indepen-
dencia de los Jueces y Tribunales,
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— Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos y faltas u
oponerse a las ejercitadas por oiros, cuando proceda.

— Tomar parte, en defensa de la legalidad y del interés publico o social,.
en los procesos relativos al estado civil v en los demas gue establezca
la ley.

— Asumir o promover la representacién y defensa en juicio ¥ fuera de €k
de quienes por, carecer de capacidad de obrar o de presentacién legal,
no puedan actuar por si mismos, asi como promover la constitucién
de los drganos tutelares que las leyes civiles establezcan y formar parte
de aquellos otros que tengan por objeto la proteccidn y defensa de
menores y desvalidos.

— Intervenir en los procesos judiciales de amparo.

— Defender la legalidad en los procesos contenciosos-administrativos en
que se prevé su intervencién.

El articulo 5.° establece que todas las diligencias que el Ministerio Fiscal
practique o que se lleven a cabo bajo su direccién gozaran de presuncién de
autenticidad.

3. Organizacién: a) Enumeracién de 6rganos: Son érganos del Ministerio
Fiscal: El Fiscal General del Estado, el Consejo Fiscal, la Junta de Fiscales.
de Sala, la Fiscalia del Tribunal Supremo, Ia Fiscalia ante el Tribunal Cons-
titucional, la Fiscalia de la Audiencia Nacional, las Fiscalias de los Tribunales.
Superiores de Justicia de las Comunidades Auténomas o de las Audiencias.
Territoriales, las Fiscalias de las Audiencias Provinciales vy la Fiscalia del
Tribunal de Cuentas, que se fegiré por la Ley Organica de este Tribunal (ar-
ticulo 12). '

b) Unidad: El Ministerio Fiscal es tnico para todo el Estado.

¢) Condicién de autoridad: Los miembros del Ministerio Fiscal son auto-
ridad a todos los efectos.

d) Dependencia: El Fiscal General del Estado podra impartir a sus su-
bordinados las érdenes e instrucciones convenientes al servicio y al ejercicio
de sus funciones, tanto de caricter general como referidas a asuntos espe-
cificos. Andlogas facultades tendran los Fiscales Jefes de cada drgano.

El Fiscal que recibiere una orden o instruccién que considere contraria
a las leyes 0 que, por cualquier oiro motivo, estime improcedente, se lo
hard saber asi, mediante informe razonado, a su Fiscal Jefé (art. 27).

4. La Carrera Fiscal: a) Composicién: Estd integrada por las diversas

categorfas de Fiscales, que forman un Cuerpo tnico, organizado jerarquica-
mente,

b) Categorfas: Seran:

Primera. Fiscales de Sale del Tribunal Supremo, equiparados a Magis-
trados de} mismo, El Teniente Fiscal del Tribunal tendrd la consideracion
de Presidente de Sala.

Segunda. Fiscales, equiparados a Magistrados.

Tercera, Abogados Fiscales, equiparados a Jueces, con dos grados: de as-
tenso y de ingreso.
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¢) Promocién: Regiran los siguientes sistemas:

A la categoria primera: Por ascenso entre Fiscales de la categoria se-
gunda que cuenten con veinte afios de servicio.

A la categoria segunda: De cada tres vacantes, dos se cubriran por anti-
giiedad de servicios en la categoria de inferior grado de ascenso y una por
pruebas selectivas entre Abogados Fiscales de ascenso con tres afios de ser-
vicios.

Al grado de ascenso: La mitad de las vacantes se cubririn por antigiie-
dad; la otra mitad por pruebas selectivas entre Abogados Fiscales con dos
afios de permanencia en la categoria.

5. Derechos y deberes: Los miembros del Ministerio Fiscal tienen los de-
beres de desempefiar fielmente el cargo, residencia y secreto, y los derechos
al cargo y a la promocién, a permisos y licencias, a la retribucién y de aso-
ciacién, declarados expresamente en el Estatuto., No podrin ser obligados a
comparecer personalmente, por razén de su cargo o funcién, ante las auto-
ridades administrativas.

Tampoco podrin recibir érdenes o indicaciones relativas al modo de cum-
plir sus funciones mas que de sus superiores jerarquicos.

No podran ser detenidos sin autorizacién del superior jerarquico, excepto
Ppor orden de la autoridad judicial competente o en caso de flagrante delito.

Tienen incompatibilidad absoluta para ejercer todo otro cargo o profesion,
<on las Unicas excepciones sefialadas por el Estatuto y no podran pertenecer
a partidos politicos o sindicatos (arts. 48 a 59).

En materia funcionarial es aplicable supletoriamente lo dispuesto para Jue-
ces y Magistrados en la Ley Organica del Poder Judicial (disp. adic.).

6. Responsabilidad: a) Civil y penal: Se regira por lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial para Jueces y Magistrados.

b) Disciplinaria: El Estatuto determina y clasifica las faltas y sanciones
disciplinarias correspondientes.

7. Integracién de la Carrera Fiscal. Régimen transitorio: La integracion

de los actuales Fiscales en la Carrera Fiscal de nueva regulacién se harad de
la siguiente forma;

— Los Fiscales Generales integraran la primera categoria.
— Los Fiscales la segunda.

— Los Abogados-Fiscales la tercera, grado de ascenso, y

— Los Fiscales de Distrito el grado de ingreso correspondiente a los Abo-
gados-Fiscales.

. En_ las disposiciones transitorias se establecen normas especiales para
sttuaciones concretas (promocién de los actuales Fiscales de Distrito, fun-

clones que desempefian, antigiiedad, oposiciones convocadas y personal auxi-
liar y técnico).

B) Observaciones.

-Este J?Statuto deroga expresamente el anterior de 21 de junio de 1926,
aunque siga aplicindose el Reglamento vigente, en lo posible, mientras 100
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se dicte otro que lo sustituya (el vigente Reglamento Orgénico fue aprobado
por Decreto 437/1969, de 27 febrero).

Este cambio pormativo venia exigido por la Constitucién que dedicé un
articulo completo al Ministerio Fiscal v previé su nueva regulacién (art. 124).

Del nuevo Estatuto pueden destacarse algunos aspectos, como la pre-
visién de que el Ministerio Fiscal intervenga en procesos contencioso-admi-
nistrativos para defender la legalidad (con lo que se ratifica una situacién
que se produce hoy en algunos casos, conforme a la Ley 62/1978, de 26 de
diciembre, de proteccién jurisdiccional de los derechos fundamentales de
la persona), la integracién de la Fiscalia del Tribunal de Cuentas (que mien-
tras no entre en vigor su Ley Orgénica mantiene su independencia, con
manifiesta infraccién de la Constitucién), o la integracién de los distintos
Cuerpos de Fiscales en una Carrera Unica, de modo similar al empleado
respecto de las Carreras Judicial y del Secretariado de la Administracién
<de Justicia por la Ley Organica 5/1981, de 16 noviembre (resefiada en
ADC XXXV-I, disposicién nimero 9 de la Informacién legislativa).

V. OTRAS DISPOSICIONES

20. ADMINISTRACION DEL ESTADO. Adaptacién de su estructura peri-
Térica.

Reales Decretos 3314 a 3322/1981, de 29 de diciembre («B.O.E.» de 20
tnero 1982),

Se adapta la estructura periférica de los distintos departamentos minis-
teriales al régimen previsto por el Real Decreto 1801/1981, de 24 de julio
(resefiado en ADC XXXIV-IV ntim. 25 de la Informacién legislativa).

Estos Reales Decretos se refieren a los siguientes departamentos: Obras
Publicas y Urbanismo, Educacién y Ciencia, Trabajo y Seguridad Social,
Industria y Energfa, Agricultura, Pesca y Alimentacién, Economia y Co-
mercio, Transportes, Turismo y Comunicaciones, Cultura y Sanidad y Con-
Sumo, respectivamente.

2l. SALARIO MINIMO INTERPROFESIONAL. Fijacién.

Real Decreto 124/1982, de 15 enero («B, Q. E.» del 26).

_En aplicacién del articulo 27 del Estatuto de los Trabajadores y cum-
Pliendo ¢] Acuerdo Nacional sobre Empleo, se establece el salario minimo
Profesional vigente durante el afio 1982,

El salario minimo para trabajadores mayores de .dieciocho afios queda

Tijado ep 948 pesetas-dia o 28.440 pesetas-mes.
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22. IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES Y ACTOS.
JURIDICOS DOCUMENTADOS. Se aprueba su Reglamento.

Real Decreto 3494/1981, de 29 de diciembre («B. O. E.» de 11 febrero 1982).

El Reglamento desarrolla los preceptos de la Ley reguladora del Im-
puesto, nam. 32/1980, de 21 de junio, y del texto refundido vigente, apro-
bado por Real Decreto legislativo 3050/1980, de 30 de diciembre, incorpo-
rando lo dispuesto en el Real Decreto 1008/1980, de 5 de febrero sobre el
establecimiento del sistema de autoliquidacién.

El nuevo Reglamento.entrard en vigor el dia 1 de abril de 1982, quedando
derogadas, a partir de entonces, las disposiciones que actualmente rigen
la autoliquidacion del Impuesto, La derogacién de los antiguos Reglamentos
de Ia Ley del Timbre, de 22 de julio 1956, y del Impuesto de Derechos Reales,
de 15 enero 1959, sélo se produce en cuanto se opongan a las disposiciones.
del nuevo reglamento.

Es evidente que los aspectos mds interesantes del nuevo texto reglamen-
tario son, por su novedad, los relativos a la autoliquidacién y a los érganos
de gestibn competentes. Los criterios recogidos son coincidentes con los.
del Real Decreto 1008/1980, que ya fue resefiado en este Anuario (XXXIV-III,
disposicién ntim. 27 de la Informacién legislativa).

Respecto a las autoliquidaciones ha de tenerse en cuenta que el Regla-
mento de Procedimiento en las Reclamaciones econdmico-administrativas,
aprobado por Real Decreto 1999/1981, de 20 de agosto, ha regulado, en su
articulo 121, Ia forma de instar su revisién en dicha via.

23. MONTES. Repoblaciones forestales gratuitas.
Real Decreto-Ley 2/1982, de 12 de febrero («B. O. E.» del 23).

Se estalece la posibilidad de que el ICONA repoble los terrenos incluidos.
en el catdlogo de montes de wutilidad phblica sin necesidad de que previa-
mente hayan de adquirirse tales terrenos ni fijarse participacion de la misma
entidad en el vuelo arbéreo resultante,

Queda derogado el articulo 18 de la Ley del Patrimonio Forestal del Es-
tado, de 10 de marzo de 1941, que exigia, alternativamente, la adquisicién
O constitucién de derecho de vuelo antes aludidas.

.Medjante la nueva regulacién se pretende fomentar la repoblacién, eli-
minando los obsticulos que dificultaban su realizacién.

o efl:o IMPUESTO SOBRE EL LUJO. Se modifica parcialmente su Regla-

Real Decreto 332/1982, de 15 enero («B. O. E.» del 26 de febrero).

' Se modifican los arts. 9, 49, 51 y 52 del Reglamento del Impuesto, de 6
Juplo 1947, en relacién con el pago del Impuesto que grava las adquisiciones
de vehiculos de traccidn mecédnica, sus accesorios v remolques y la exaccion
del tributo sobre las operaciones de exportacion. ’
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25. EXHIBICION CINEMATOGRAFICA. Se regulan las Salas especiales,
la Filmoteca Espafiola y las tarifas de las tasas por licencia de doblaje.

Ley 1/1981, de 24 febrero («B. Q. E.» del 27).

La Ley regula dos tipos de salas especiales:

— Salas X, destinadas exclusivamente a la proyeccién de peliculas X
(pornograficas o con apologia de la violencia). Para ellas se crea una
exaccion parafiscal cuyos ingresos se destinaran al Fondo de Proteg-
cién a la Cinematografia.

— Salas de arte y ensayo, para la proyeccién de peliculas de interés
cultural o de experimentacién. Su exhibicién se declara exenta del
Impuesto General sobre el Trafico de las Empresas.

Se crea, también, el Organismo auténomo Filmoteca Espafiola, adscrito
al Ministerio de Cultura, que se subroga en la situacion del antiguo érgano
Filmoteca Nacional.

Finalmente se regulan las tarifas de las tasas por licencia y doblaje de
peh’culas extranjeras a cualquiera de las lenguas oficiales de Espafia, autc-
Tizdndose al Gobierno para su futura modificacién.

26. COMUNIDADES AUTONOMAS. Régimen de la sefializaciéon en ma-
teria de carreteras, transportes y comunicaciones.

Real Decreto 334/1982, de 12 febrero («B. Q. E.» del 27),

Se establece Ia regla general de que en las Comunidades Auténomas que
tengan otra lengua oficial distinta del castellano, la sefializacién corres-
Pondiente se efectuara en lengua castellana y en la otra oficial. La ejecucién
de esta regla corresponders a la Administracién o a los concesionarios res-
Dbonsables de las instalaciones.

El aspecto mé4s destacable de esta disposicién es que, segiin su articulo
2> pérrafo 20, «esta ejecucién estard condicionada .a que cada una de las
Comunidades Auténomas... dicte, en el ambito de su propia competencia,
Una norma que determine la utilizacién del castellano en idéntico sentido
al que se dispone en este Real Decretos. Con ello el aleance normativo de
la disposicién queda practicamente eliminado, ya que requiere, para su
€ _ectividad, el ejercicio de una potestad reglamentaria propia de otra Admi-
n{stracién Piblica. El Real Decreto adquiere, de este modo, un tinte de acto
bilateral con reciprocas «prestacioness» del Estado y de las Comunidades
Auté.nomas, constituidas por la utilizacién de sefializacién bilingiie en su
dmbito respectivo de competencias.

Evidentemente hubiese sido mds adecuado técmicamente acudir a una

<Ley de armonizacion» (art. 150 p. 3 de la Constitucién) para regular esta
Mmateriy,
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27. INVERSIONES EXTRANJERAS EN ESPARNA. Aplicacion de las dis-
posiciones adicionales del Reglamento.

Orden de 22 febrero 1982 («B. O. E.» del 27).

El Reglamento de Inversiones Extranjeras en Espafia prevé, en sus dis-
posiciones adicionales 2 a 4.2, redactadas por el Decreto 2619/1978, de 29
septiembre, el régimen aplicable cuando personas juridicas privadas extran-
jeras autorizadas para invertir en Espafia sean nacionalizadas en su pais.

La Oxrden resefiada dispone la aplicacién de las normas reglamentarias
en relacién con las inversiones efectuadas en Espafia por las entidades na-
cionalizadas recientemente en Francia, que se relacionan en el correspon-
diente ‘Anexo a la disposicién.

28. VIVIENDAS. Se conceden beneficios a la rehabilitacién de viviendas.

Real Decreto 375/1982, de 12 febrero («B. O. E.» de 3 de marzo).

Se establecen diversas medidas financieras encaminadas a fomentar la
rehabilitacién de viviendas, cumpliendo Ias previsiones del Real Decreto-Ley
12/1980, de 26 de septiembre, sobre actuaciones del Estado en materia de
vivienda y suelo.

Quedan incluidas entre las actuaciones fomentadas las siguientes: mejora,
sustitucién o nuevas instalaciones de servicios, incremento de la seguridad,
obtencién de ahorrds energéticos o comsolidacién de la estructura (para
viviendas de interés histérico-artistico).

Pueden acogerse a las ayudas previstas las viviendas, protegidas o libres
en régimen de propiedad o arrendamiento, que no estén declaradas ruinosas
o fuera de ordepacién urbanistica.

Las medidas de ayuda ptiblica revisten la forma de préstamos sujetos
a condiciones especiales.

29: CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. Reglamento.

{&probado por la Camara el dia 10 de febrero de 1982, se ordena su publi-
cacién por Resolucién de la Presidencia del dia 24 («B. 0. E.» de 5 de marzo).
~ El nuevo Reglamento del Congreso sustituye al Provisional de 13 de oe-
tubre de 1977. Consta de 207 articulos, distribuidos en un Titulo preliminar
De 1a se-sién constitutiva del Congreso) y trece tftulos més (Del estatuto
de los Diputados, De los grupos parlamentarios, De la Organizacién del
Ct)_ngreSO, De las disposiciones generales de funcionamiento, Del procedi-
muento legislativo, Del control sobre las disposiciones del Gobierno con
fuerza .de ley, Del otorgamiento de autorizaciones y otros actos del Congreso
con.eflcacia jurfdica directa, Del otorgamiento y retirada de confianza, De
las interpelaciones Y preguntas, De las proposiciones no de ley, Del examen
y debate de comunicaciones, programas o planes del Gobierno y otros in-
formes, De las propuestas de nombramiento y de la designacién de personal,
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y De los asuntos en tramite a la terminacién de! mandato del Congreso de
los Diputados).

Ponen término al texto una disposicion derogatoria, cinco finales y cuatro
transitorias.

30. INSPECCION TRIBUTARIA. Régimen de determinadas actuaciones
inspectoras y liquidaciones tributarias.

Real Decreto 412/1982, de 12 febrero («B. O. E.» del 6 de marzo).

Se regulan las actuaciones tributarias de la Inspeccién y los documentos.
en que se formalizan en relacién con todos los tributos gestionados por
las Dependencias de Relaciones con los Contribuyentes y por las Secciones
del Patrimonio del Estado de las Delegaciones de Hacienda.

El Real Deccreto se refiere, sucesivamente, a las actas sin descubrimiento
de cuota, de conformidad, de disconformidad, con prueba preconstituida y
previas, a la impugnacién de las actas y a la estimacién indirecta de bases.
Con caraicter general determina el orden de prelacién de las normas apli-
cables en la materia y la organizacién de las Oficinas Técnicas de Inspeccién.

La nueva disposicién sera aplicable a todas las actas formalizadas por
la Inspeccién de los Tributos a partir del dia 1 abril 1982

31. SEGURIDAD CIUDADANA. Sc desarrolla el Real Decreto-Ley 3/1979,.
de 26 de enero.

Real Decreto 484/1982, de 5 marzo («B. O. E.» del 11).

El Real Decreto-Ley 3/1979 remitié6 al Gobierno la regulacién de las pres-
taciones especiales que previé en favor de las personas que resulten victi-
mas de delitos cometidos por personas integradas en grupos o bandas or-
ganizados y armados. Cumpliendo dicho mandato, el presente Real Decreto.
qetermina los dafios y perjuicios resarcibles, los titulares del derecho, los
limites de las cantidades que correspondan y el procedimiento para recla-
mar su abono.

F{eviste interés la regulacién de la prescripcién de la accién de indemni--
Zacién, que es muy completa:

— El plazo es de un afio, contado a partir del hecho que motiva la accién.

— Sin embargo, en caso de lesiomes corporales, el plazo no comenzars
a contarse hasta que la victima esté totalmente curada.

= Si la victima falleciese a consecuencia directa de las lesiones sufridas,
Se¢ reabrird el plazo de un afio para solicitar la diferencia de indem-
nizacién correspondiente (art. 5).
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32. CONSEJO DE ESTADO. Disposiciones que precepitian su audiencia.

Resoluciéon de 3 de marzo de 1982, de la Presidencia del Consejo de Es-
tado («B. 0. E.» del 17).

Se relacionan sistemdtica y cronoldgicamente las disposiciones que im-
ponen, como tramite preceptivo, la audiencia del Consejo de Estado en los
expedientes o actuaciones administrativas.

33. CONVENIOS COLECTIVOS DE TRABAJO. Se regula la extensién de
su aplicacién.

Real Decreto 572/1982, de 5 marzo («B. O. E.» del 20).

La presente disposiciéon desarrolla el régimen de extensién de las dispo-
siciones de un Convenio colectivo previsto en el articulo 92, p. 2, del Esta-
tuto de los Trabajadores, aprobado por Ley 8/1980, de 10 marzo. Como
indica el Preambulo, la esencia de la negociacién colectiva es la autonomia
de la voluntad de las partes, por lo que la extensién sélo se justifica en
circunstancias excepcionales, ya sea porque no pueda desarrollarse libre-
mente la negociacién o porgue concurran razones sociales o econdmicas
.que impongan dicha medida. S6lo en estos casos podrad extenderse por el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la aplicacién de un Convenio, de
Ambito superior al de Empresa, a otras Empresas o a un sector, de carac-
teristicas equivalentes y no vinculadas .por otro Convenio. Subsidiariamente
podra realizarse la extensién de un Convenio de Empresa.

El presente Real Decreto regula el procedimiento a seguir, siempre ini-
ciado a instancia de parte y en el que intervendra una Comision Paritaria
de organizaciones sindicales y asociaciones empresariales. La correspon-
diente resolucién determinarid los extremos del Convenio que se extienda
que sean inaplicables en general.

34. IMPUESTOS SOBRE EL LUJO Y SOBRE TRANSMISIONES PATRI-
MONIALES, Se regula la autoliquidacién conjunta en las adquisiciones de
vehiculos ya matriculados.

Orden de 26 marzo 1982 («B. O. E.» del 31).

Esta nueva regulacién es consecuencia de la entrada en vigor el dia 1 de
abril del nuevo Reglamento del Impuesto de Transmisiones (véase la an-
terior disposicién num. 22), como ya se encontraba previsto por el Real
Decreto 332/1982 (véase la disposicién ndm. 24) que modificé el Reglamento
del Impuesto sobre el lujo.



